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CASO COK N° 12.357 ASQCIACION DE CESANTES.'( JUBILADOS DE LA
. corHfíALORíJú>ENEÍRAL DE LA REPUSLlcÁ

000462
ALEGATOS DEL ESTADO PERUANO

lo DSLlMITACIÓN DE LA CONTROVERSIA:

A través de sus respec1ivos escritos de postulación (demanda, contestación, etc.), las
partes han delimitado la controversia que debe ser resuelta por la Corle
Interameñcana de Denachos Humanos (en adelante también llamada: "la Corle"). Las
respec1ivas posiciones de las partes definen que el objeto de esta controversia
consiste en determina, si el Estado pe,uano ha incumplido o no con dos sentencias
de su Tribunal Constitucional, de fechas 21110/1997 y 26/01/2001, que favorecen a
los integrantes de la Asociación de Cesantes y Jubilados de la Contraloria General de
la RepúbJiea del Perú (también llamados: "los Peticionarios").

1. LA POSICiÓN DE LA COMISiÓN

1,1. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en a<;lelante: 'la ComislónO) ha
definido que el objeto de este proceso consiste, única y exclusivamente, en
detenninar si el Estado perlláno ha incumplido o no con dos senmncias de su
Tribunal Constitucional, que favorecen a los Peticionarios. Al respecto, en Su
escrito de demanda, señala:

"[...Jel objeto del presente caso de conformidad con las pretensiones de las
partes y lo eslab/fiJcido en el Informe da Admisibilidad N° 47/02 de fecha 9 de
oclubre ce 2DD2, se refiere a la falta de cumplimiento de las sentencias
emitidas por e/ Tribu,;,,' Constitucional el 21 de octubre de 1997 y al 26 de
enero de 2001. por lo tanto, [se) dejó consignado en dicho informe de fondo
que iodo lo relativo al cambio del régimen pensionario constitucional y
legal bajo el Decreto Ley N° 20530 operado a partir del 17 de noviembre
de 20f)4, queda fuara de! objeta d,,1 caso ¡...)" (pág. 20).

y en su escrito de observaciones a la excepción preliminar interpuesta por el Estado,
ra Comisión reitera:

"[...] el objato de la demanda presentada par la Comisión no se ha
centrado en e!;'/ablecer si los integrantes de la Asociación de Cesantes lf
Jubilados de la Contralona General de la Rept1bllca del Perú fíenen o no
un derecho a la seguridad social, y si ese derecho ha sido " no
respetado, garantiZado o cumplido por el Estado peruano. Ese demcho ya
fue reconocido como tal por las sentencias del Tribunal Conslitucional de
Parú de 21 de octubre de 1997 y 26 de enero de 2001. Su contenido no está
en discusión ante la Corte Inferamericana. Lo qua está en discusión para la
Comisión es el incumplimiento de dichas sentencias, y las
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de les vidimas sobre sus prefensibnes." (pág. 5). \JI

1.2. La Comisión ha definido con claridad!! precisión en qué consista el $u.ll'uesto
incumplimiento alribuido al Estado peruano. Para ello, a lo largo de su escrito de
demanda y, en especial. en la pág. 3 de la misma. cOlÍsidera que las referidas
sentencias del Tribunal Conslilucional ordenan al Estado dos cosas:

1.2.1. En primer lugar. que nlven" ¡as pensiones de jubilación de ¡os
Peli<::ionarios, según los parámetros establecidos en el régimen del Decreto
Ley 20530; es decir. tomalldo como referente el sueldo intagro que percibe un
servidor activo de la ContTaloria General de la República ¡el denomi...atlc
"pago de p"'nsión COI! efeet", espejo").

1.2.2. En segundo lugar, que el Estado pague IDs montos devengados que
dejaron de percibir fos Peticionalios entre abril de 1993 y octubre de 2002. al
no habérseles apUcado, por una modificaci6n legislativa. el régimen del
Decreto ley 20530 (io gue se les pagó, mes a mes, fue un mont!;> distinto
conforme al nuevo régimen gue elltonces se encontraba vigente).

Para precisar ef extremo que el Estado supuestamente ha incumplido, la Comisión ha
manifestado que:

"Si bien el Estado ha dado cumplimiento parcial a un e>:fremo de la
sentencia al nivelar las pensiones de las víctimas a partir de noviembre
de 2002, n<> ha cumplido Con restituir los memtos pensionarios retEnidos
desde el mes de abril del año 1993 hasta octubre de 2002." (pág. 3 de fa
demanda)'.

1.3. En otras palabras, en oplillon de la Comisión las sentencias del TribunaS
Constitucional ordenan al Estado pernalllo a pagar los montos devengados que
dejaron de percibir los PeticiQnarios (de habérseles apllcado sin restlicciones el
régimen del Decreto Ley 20530), Precisa que éste, y lila oi:l'o, es el incumplimiento
que atril:liBye al Estado peruano.

1.4. la Comisión considera que, como consecuencia de ese supuesto incumplimiento, el
Estado vulneró ¡os articulos 21 (derecho de propiedad), 25 (derecho a le protección
judiciel) y 1.1 (obligación de respetar los derechos) de la Convención Americana dé
Derechos Humanos (en lo sucesivo: "la Convención"). en agravio de los Peticionarlos.

2. LA POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

2.1. Los Peticionarios han hecho suya la posición de la Comisión. En su 'escrito
autónomo de solicitudes, argumentos y pruebas" esliman que: "En su demanda. /a
Comisión Interamericana esfábieci6 el marco fáctico de este caso y prosen/ó las

En otro I~oar, ]a Comisión llgrega¡ '~el1 el mes de fio'f/i'embre del afio 2002, la D;rección nacional
drel Presupuesto Públlco del MEF [adscrita al Estado peruano} :nrtQrizQ los respectJ"r¡s
calendarios de COlZIprDtW.~n$al pliega de presupuestos de la CGl? ptJl71 elcerll:lT elp:¡go de las
pensiol1es tiXlrTe:Spondienfell, es clec/r nh-elada'S con f:!l de Jos Gen4dIJres 3Cti~~OS.. /ss cUaJ~ se
biCiero11 erecfi'JIils ti paJ'tir de D(J~(!lnbre de 200:2 tJ favor de las F{climas. r.,.] No r;Jbstante lo
elhterior, al momento de redacción de la presente &mtanda, sr: encuentra pendif1Cte el pago de
meDIos pensícmsrio!J en i;:cP!1cepoo de nivelSlc¡tJn, de cQ1'Jfotmidad al régimen de la ley ND 20530
(sic] amptJrsdo por la.s rereridas senti!lIdSG del Trióun:tl Carr.r¡tiwcknlá/- r~telljdos ti las
'7ctimáS entre elme~de abrilde 199.3y octubre de 2002.'~ (pág, 19 de la. demanda).
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pru"bas que la sustantan.' (pág. 3); agregando en su escrito de observaciones a ia
excepción preliminar del Estada que:

"[... ) el marco fáctico de! caso de la Asociación dé Cesantes Y Jubilados
de la CGR, según la demanda da la Comisión lnleramericana, se refiere al
i/fll::umplimianw de sentencias Judiciales [dél Tribunal Constitucional] que
adquirieron auforidad de cosa juzgada en el derecha inlemo pet7.Jano y que
han permanecido incumplidas parcialmenle por más de diez años." (pág. 2 ).

0[...] la materia objeto de e"mrovel'"$ia en este caso consiste en
eSfablecer si el &1';11;10 pemana ha incurrido en responsabiliriad
inlemaciona! al incumplir doS sentencias judiciales proferidas por los
tribl./flales peruanos a fevor de las viclimas hace más de diez afias." (pág. 2).

2.2. Al igual que la CQmisión, los Peticionarios estiman que, además del pago de
sus pensiones niveladas con el denominado "efeeto espejo", fas sentencias (lef
Tribunal Coootll:ucional ordenan qwe e! Estado les pague los montos
devengados entre abril de 1993 y octubre de 2002. Al igual que lá Comisión,
consideran que este último e:.tremo no ha sido cumplido por el Estado. Por esa
raz6n acusan al Estado de vulnerar sus derechos: "al cDntinuer, has/a la fl!!cha y
desde hace más de diez años. sIn realizer el pago mencionado, a pesar de la
exisrencia dI!! dos s"nlencias judiciales qu" asi lo han ordenedo." (pág. 21 de su
"escrito autónomo de soUcitudes, argumentos y pruebas").

2.3.Como consecuencia de ello, los Peticionarios concluyen que el Estado peruano no sólo
ha vulnerado fas derechos alegados por la Comisión, sino también el "derecho a la
seguridad sDclal protegido porel ertlculo 26 de la Convención Americana"2.

2.4.LO anterior se confirma incluso con las declaraciones de los testigos brindadas ante la
Corte durante la Audiencia Pública realIZada el pasado 21 de enero de 2008, ocasión
en fa cual fas dos tesligos participantes refirieron a la Corte los electos que fes generó
el supuesto incumplimiento de las sentencias del Tribunal Conslltucional, enfocándose
directe y precisamente en todo momento en la taita de pago de sus devengados en
clara vinculación con su derecho a la seguridad social, derecho que como ya se ha
selielado supra no se encllentra bajo la competencia material de la Corte
rnteramericana. Es preciso señalar además qUe, a la fecha, los testigos afirmaron que
el Estado (representado por la ConlraJorre General de la República) ha cumplido con
nivelar las pensiones ("efecto espejo') lal y como fa ordenó el Tribunal Consti.wcional,
por lo que a la fecha Se encuentran percibiendo sus pensiones de conformidad con
eUo, señalando inclUso el monto que cada uno de ellos percibe mensualmente por
concepto de pago de pensiones, montos que, como se mencion6 en la Audiencia,
sobrepasan la suma de una remuneración mínima vital en el Perú e incluso el monto
de remuneración mensual de un trabajador promedío.

3. LA POSICiÓN Del EST...00

3.1. A través de su excepci6n preliminar. él Estado peruano denuncia que la Corte es
incDmpetente para conocer del presente caso. Alega que si lo que se pretende es
condenarlo por la supuesta afectaclón del derecho a la seguridad social (como lo
afirman los Peticionarios y no lo descarta la Comisión), entonces la Corte resulta
incompetente por razón de materia.
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Tal como se ha señalado expresamente en la contestación de la demanda
presenteda por el Estado peruano ante la Corte, ésta no posee competene!a para
pronunciarse sobre la posible afectaci6n o no a los llamados derechos economlCOS,
sociales y culturales (entre los cuales está incluido el derecho a fa seguridad social) y
menos aún detarminar la responsabilidad internacional del Estado en relación a la
supuesta violación de dichos derechos. Así, el articulo 62,3 de la Convención
Americena sobre Derechos Humanos establece que "La Corte tiene competencia
para conoeer de cWilJquier caso refatillo a la interpretadan y aplicación de las
dísposfdones de esta Canvem:íón que le sea sometidCl. siempre que los Estados
part'es en el caso hayan reconocido o reconozcan dicha competencia, (.o.)"; en tal
sentido, la Corte únicamente podrá conocer aquellos casos que se le somete y que
contengan únicamente alegaciones refendas a presunt<'l$ violaciones de derechos
contenidos en la Convención Americana sobre Derechos Humanos.
Excepcionalmente, según el articulo 19,6 del Protocolo de San Salvador, la Comisión
Interamericana de Derechos Humanos y en su caso la Corte podrán aplicar el
sistema de peücionés individuales establecidas en los artfculo 44 a 51 y 61 a 69 de la
Convención solamente cuando Se alegue de por medio presuntas violaciones a los
derechos sindicales y dere<:ha a la educación.

De esta forma, el Estado insiste en resaltar la falta de competencia en razón de la
mateña da la Corte para pronunciarse sobre la supuesta violación al derecho de
seguridad soeial, debiendo únicamente ana!i¡¡ar y eventualmente declarar la
responsabilidad internacional del Estado en relación al derecho de protección judicial
y al derecho de propiedad contemplados en la Convención.

3.2. Sin perjuicio de ello, en su contestación a la démanda, el Estado sostiene que, sí lo
que se pretende es condenarlo por la supuesta afectación de los articulas 21
(derecho de propiedad). 25 (derecho a la protección judicial) y 1.1 {obligación de
respetar los derechos} de la Convención, bajo el argumento de que ha incumplido eon
las sentenciaS del Tribunal Constitucional; entonces, la clemancia resulta infundada
porque no ha incurrido en el incumplimiento que se le imputa.

Para tal efecto, sostiene que las sentencias del Tribunel Constitucional 110

ordenan el pago de devengados. Ello, aunado al hecho de que ha cumplido con
nivelar las pensiones de jubilación de los Peticionarios con el denominado "efecto
espejo", lo llevan a sostener que ha cumplido inl:egramente con lo ordenado en
las sentem;ias:3.

En ese mismo orden de ideas, y tai como seguidamente se sustentará en el presente
escrito; primero, las supuestas víctimas no utilizaron la lIia iclónea y disponible a
nível interno para haeer efectivo el cumplimiento de la senteneia de! Tribunal
Constitucional de 21 de octubre de 1997 que dispuso la nivelación de pensiones,
en vez de ello, contraproducentemente en peljulclo de ellos mismos, interpusieron
una segunda demanda de Amparo teniendo prevista y vigente la vla del proceso de
ejecución de resoluciones judiciales, la cual cuenta con etapa probatoria y cuyos

En su escrito de contestaci6n a la demand(J, el Estado fija as! su rmsíción: .~[ _. _] a la fecha de
p"ese.ntación de la demanda y escrito autóno1lf.o Jos lZIl.U!dalUS c(f)r1lenidotl en lss sentencias del
rr¡btLO{l1 ConstitEldQnsl-etl)lo íneumptimlcmto alega la Comisión- hao mdo stJtÍfJfecho$lCUUo en
{(:1 nivelación y pago de las pensiones respetando el efecto espejo. acorde a lo señalado por dichas
senten.cias en sus partes resol'Uti,,·(ZS [••• )" (pág. 18). Y tnás adelante agrega1 If[•.• } no ~isle ningún
mandato ttt2teton(:l/ ele pago de rein.tegros, deven.gados " olra clase de conceptos [...J en niDgulX:'1
de /a9 das serziem:ia$ del Tribunsl CODs6tucíO.tlai cuyo incumpllmisl1ftJ Se [uvocs• .fe bsbl$ de
1(1 obJigsdóD de PtJffo .de reiDregros y deve.ogatlas u atra c/sse de betlefídos peosicnsrios' lo
que se reali1;a en ambas se~fenc~' r:!S reconocer' el dereclro de ID~1da a lafi~rma de establecer fa
peltsión." (p~gS. 19 y 20).
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resultados se hubieran presentada eltpéditivamente: y, segundo, que de haberse
pereatado oportunamente q ...e la Corte Superior de Jusileia en su sentencia de
fecha 14 de diciemb.... el" 1993 a"ogi6 sólo ""a de las pretensiones de los
elemandames (la nivelación de las pensiones) y no se pronunció e",presa ':1
expllcitamente sobre el pemorlo reiierido al pago de los tlevenllados, !as
supuestas víctimas tuvieron expedita la "la del Peclido de Corrección ante el
mismo órgano jurisdiccional para solicitar que éste se pronuncie debidamernte
sobre dUcha p,etensión, S'" emba,go y pese a teroer disponible dicho recurso,
no lo utilizaron. Por tales razones, no es posible responsabilizar al Estado de las
consecuencias ocasionadas por la deficiente defensa judicial realizada a nivel interno
por parte de las presuntas viciimas.

4. El. OeJETO CONCRETO DE LA CON'rnOVl:RSIA

Atendiendo a la delimitación qua las partes han efectuado de la controvernia, ésta se
red ce a determinarsi las dos sentencias del Tribunal Constitucional ordenan o
no q e el Estado pague devengados. Silo hacen, deberá determinarse además si
el Estedo es responsable o no del supuesto incumplimiento. Sí las sentencias del
Tñbunal Constitucional no ordenan pago de devengado alguno; entonces, la
demanda de la Comisión resulta manifiestamente infundade.

ID. LA PRIMERA DEMAt~DA DE AIIIIPARO
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL.: LOS
PETICIONARIOS

y LA PRIMERA SENTENCIA DEL
ERROR5S INICiALES DE LOS

1. Mediante escrito presentedo el 27 de mayo de 1993 (que en copia debe aportarse al
proceso seguido ante la Corte), los Peticionarios interpusieron ante el Seldo Juzgado
Civil de Urna una demanda de amparo contra la Contraloría General de fa República
y el Ministerio de Economía y Finanzas_ 51 examen de sus petitorias reviste suma
Importancia pava verificar 10$ alcances de las dos sentencias del Tribunal
Constitucional peruano qUe son objeto del proceso iniciado ante la Corte.
Conforme se aprecia en las págs. 1 y 2 de esta demanda, los petilorios o pedidos
concretas de los Peticionarios fueron los siguientes:

1.1. "[... ] la inap{icación al caso de los cesantes y jubilados de la Contraioda
General de la República del arto 5" deID.S. N° 035-93-EóF Y de los ArIs. 9"
inciso c) y 13" del DL N" 25597, [en consecuencia, que] se reponga su
(Jerecho a percibir pensión de cesantia de jubilación niVelada y
homologada incluyendo las grai/ficaclones y bonificaciones que
correspondan a los trabajadores activos a cargo de la Contraloria" (págs.
1, último párrafo, y 2, primer párrafo): y,

1.2. "[...] se ordene el reintegro de los incrementos dejadas de abonar con
sus respectivos intereses, con costas." (pág. 2, primer párrafo).

Como se puede aprecier, a través de esta demanda de amparo los Peticionarios
fonnularon DOS PETlTORIOS: (i) Que los órganos jurisdiccionales !naplicasen las
normas que consideraban lesivas de sus derechos y que, como consecuencia de ello,
se ordenase al Estado el pago de sus ¡pensiones de jubilación con el denominado
~'elfecto espejo"; y, (ii) Que el f:stado les pagase los montos devengados CJ

dejados de per",i!)ir al habérselas aplicado un régimen que consideraban lesivo.

Es de espe",ial observancia que durante la realización de la Audiencia Pública ante la
Corte el pasado 21 de enero de 2009, incluso los testigos que se presentaron en
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di~ha o¡:;ortunidad, ante la pregunta de si conoclan las dos pretensiones que ellos
miSmos Inoluyeron ,;,n sU demanda (nivelación de pensiones y pago de devengados),
::ontesta;ron añrrna~vamente, con lo cual son conclentes de que la demanda que
interpusieron fos mlemb:"s de la As~ci,,:ción contenía dos pretensiones espe¡;:ificas.
Tal ~~m~ se demosl:rara en lo subs'glJJente, el TribUnal Constitucional únicamente
acoglO sofo Una de sus pretensIones y no se pronunci6 sobre la otra, para percatarse
de eUo basta con leer textualmente lo dispuesto en la sentencia del Tribunal
Constitucional del afio 1997 asi como en la del afio 2DD1.

2. La demanda de amparo fue resuelta de manala definitiva por la sentencia del
Tribunal COllslltw::iQOlIlI de fecha 21 de octubre de 19i!!7. Esta es la primera
sentencia objeto del proceso seguido ante la Corte lnteramerleana de Derechos
Humanos. Su parte resoluliva diCe textualmenta lo siguiente:

"Revocando la sentencia expedida por la Sala de Derecho Constitucional y
Social de la Corte Suprema de Justicia de le República, de fecha !res de
octubre de mil novecientos noventiouairo ¡slel que declara haber nulidad en
la sentencia de vista de fojas cíento se/enticua/ro [sic], su fecha catorce de
diciembre de mil noveciantos noventíWs, que ",vacando a sU vez la apelada
de fojas ciento t"'inta y nueve, fechada el nueve de julio de mil noveclen/os
novenfflrés, declara fundada la acción de amparo; reformándola, eónfirmar<m
la e¡(pedirla por la Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Uma, su
fecha catorce de dl"iemb1l3 de mil novecientos noventitres [sic], que revoca la
apelada de fecha nueve de julio da mil novecientos novenlltres [sic], dictada
por el Sal(/o Juzgado Especializado en lo Civil de Lima, y declara fundada la
acci6n de amparo; con lo demás qua contiene; no siéndo de apllaaolón al
artioulo 11" de la Ley NO 235015 [referido a la responsabilidad y sanciones al
agresor) dada las circunstancias como se han producido los heohos;
dispusieron su '/f'icaClón an el Diario Ofielal 'El Pel1.Jano' con arreglo a ley; y
los devolvieron.

Esta sentencia del Tribunal Constitucional no hace más gue confirmar, en todos
SllS extremos, la sentencia de la Sala Civil de la Corte Sw>erior de Urna (en
adelante simplemente: 'la Corte Superlor"). la misma que fue emItida en el proceso
de amparo el 14 da diciambre de 1993. Fuera da eso, la sentencia del Tribunal
Constitucional no agrega nada, absolutamente naola, a la emitida por la Corie
Superior.

3. Por esa razón, a fin de determinar qué resolvi6 finalmente el Tribunal Conslitucional,
debemos acudir a ra senlencía da la Corte Superior. La parte resolutiva de esta última
dice lo siguiente:

"REVOCARON la sentencIa de fojas ciento treintinueve [sic], sq fecha nueva
de julio tJlffmo, que daclara improcedente la damanda de amparo intarpuesta
por la Asociación de Casantes y Jubilados de la Contraloría General de la
República a fojas ciento diez; raform¿ndola. DECLARARON fundada, en
"onsecuencia, inaplicables a los integrantes de la referida AsociaciÓn,
sujetos al réglman pensionario del Decreto Ley veinte míl quinientos treinta, lo
dispuestli> por los artEculos f1oveno, inciso e, .v décimo tercero del
Dec(éto Ley númaro veinticinco mil quinientos noventa .v siete y ef

articulo quinto dal Decreto Supremo número cera trelntíseis­
noventrítl'es-EF [sial. ORDENARON que la Contra/oria Genera! de la
Rap!Íbllca cumpla con abonar a Jos integrantes de la Asociación actora

STe. de 21 de octubre de f997, emitida en el EKpediente Nll 11 g-9:5-AAfTC, parte resolutiva.
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la$ remuneraciones. gratificaciones y bonificaciones que perciben los
servidores "1'1 actividad de la diada Contra/oria que desempeñen camos
Iclénticos, similares " eauivalentes a los aue tuvieron 10$ cesantes lf
íubilados: ORDENARON, ejecutoriada que sea la presente resolución, se
pUblique por el término de ley en el Diario Oficial El Peruano JI los devolvieron;
en los seguidos por Asociación de Cesantes y Jubilados de la Contralorla
General con la Contralorla General rfe la República sobre Acción de Ampare."

Un" simple lectura de la sentellcia de la Corte Superior es suficiente para notar
Gue ella no ordana que el iEstado pague monlo devengado algullo. Sólo ordena
que pague a los Peticionarios sus pensiones de jubilación con el denominado
uefeeto esp;>jo". EL PETlTOR!O REFERIDO Al PAGO DE DEVENGADOS NI
SigUIERA fES CONSIDERADO, SIMPLEMENTE ES DEJADO DE lADO.

4. Esta situación es sumamente importante para el ceso que nos ocupa. Por un lado,
según el Derecho peruano, las resoluciones judiciales $e ejecutan según SIlS
propios términos, sin que " ..eda calificarse sd contenido o illter¡>retar sus
alcances. Asf lo dispone el segundo párrafo del articulo 4 del Texto Único Ordenado
de la Ley Orgánica del Poder Judicial, noona que resultaba y resulta aplicable al
proceso de amparo, por mandato de sU Vigésima Tercera Disposición Rnal:

Art. 4. segundo párrafo. del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial."
"Toda persona y aulondarf está obligada a acatar y dar cumplimiento a las
decisiones Judiciales o de índole administrativa, emanadas de autoridad
judicial campe/eote, en sus propios términos, sM p"'der calificar su
contenido ° sus fundamenlos, restringir sus ",feclos ° ;nterpr"'tar sus
alcances, bajo la responsabilidad cMI, penal o arfministrativa que la I",y
señala.'

Por otro lado, si los Peticionarlos consideraban que la sentencia de la Corte
Superior omitía pronunciarse sobre sU segundo petitorlo (el referido al pago de
ios devengados); entonces, debieron hacer uso del mecanismo procesal que la
lel' peruana preve ¡para remediar este tipo die situación: Debieron usar el
PEDIDO DE CORRECCiÓN, previsto en el articulo 407 del Código Procesal CMI,
para que la Corte Superior se pronunciara expreS>llMente sobre su segundo
petitono referido al pago de devengados dé sus pensiones.

Art. 401, segundo oárrafo. del Código Procesal Cívil.- "Mediante la
corrección las partes también plrfen al Juez que complete la resoluci6n
respecto de puntos controvertirfos pero no resueltos."

Conviene recordar que el Código Procesal Civil resultaba y resul!a supletoñamente
aplicable al proceso de amparo, por establecerlo asi su Primera Disposición Final y el
articulo 33 de la "Ley Complementaña de las DispOSiciones sobre Habeas C.orpus y
Amparo" (ley N" 25398), entonces vigente.

Adviértase inclusive que 105 Peticionarios temblén podiero'l solicitar al Tribunal
Constll"';:;",,,al, a través de un pedido de corrección" que completara su
sS'ltencia pronunciándose expresamente sobre sU petitoño de pago de devengados.
Sin embargo, tampoco formularon este pedido.

4.- Adicionalmentel es preciso resaltar que existe numerosa V Ifeiteradla
'JUSl lurlsprudén<:Ía del Tribunal CollStitucional emitida en la época en la cual se

1~"~""'''''':;,,~miti6 la Se~¡e~c1a de fecha_21 de Octubre de 1997 emitida por dicho 6rg,'Oo de
,~ lfontrol constitUCional, que sellalaba gue no corresponde a un proceso de Acción
. ~.'i ~.

'~;¡p'
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de Amparo el determinar la obligación de pago ylo cálculo de las I>ens;,,","s
devenOJadas, pues dicho recurso no se configuraba como la via it;lónea para hacer
efectiva una pretensión por pago de devengados al carecer de etapa probatoria.

Criterio Jurisprudencia! del Tribunal Ccmslil.uc:ional entre 199'11120(10:

Es asi que' entre /05 años 1997 y 2000, tenemos entre otras, las sig¡lientes
sentencias emitidas por el Tribunal Consliíuclonal:

Expediente N" 224-S9-AA!TC del 11.08.1999
"2. Que, respecto a la pretensión ael demandante, a fin de que se actualice. nivele y
reajuste .el monto de su pensión, cancelándose sus pensiones devengadas, se debe
indicar que en autos no se ha acreditado fehacientemente que ia demandada no eslé
actuafizando o ""9iustando el monto pensionario del demandante, pretensión que
para obtener su dílucidaoión, requiere ia actuación de medios probatorios de la que
carece la Acción de Amparo, de conformidad con lo dispuesto por el articulo 13'" de
la Ley N° 25398."

Expediente N° B44-98-AA/TC del 03.09.1999
"6. Que, respecto al extram" en qUe la demandante so!icila el pago da
devengados por deree!los pensionarios éste deberá ser detemlinado atl la "ia
legal CCl'7espondiente, toda vez que la presente acción de garantía carece de
estación probetoria, de conformIdad con Jo prescrito por el aFticuio 13° de la Ley N°
25398....

Expediente N° 259-98-AAlTC del 23.10.19S8
'7. QUe. la vfa del ampaYo no es la peronente para la reclamación del pago de
sumas de dinero por concepto de devengados e intereses legafes, ni por dailos
y pe¡juicios supuestamente ocasionados por la imposioión de topes a las pensiones
de los demandantes. "

Expediente N° 96e,..99-AA!TC del 13.0S.2000
7. Que. con relación ai e>:tremo del petitorlo referido al reintegro de los importes de
Jo indebidamente dejado de percibir; la Acci6n de Amparo no resulta ser la via idónea
para su determinación, toda vez que ella carece de estación probatoria, de
confbrmidad con Jo preiSCrito por el altículo 130 de 18 Ley N° 25398, de Hábeas
Corpus y Amparo, dejándose él salvo el derecho de las demandantes de hacerlo
valer' confbrme a ley....

Expediente N° 401-2000-AAlTC del 18.0S.2000
"5. Que, en cuanta alptJ!Jo de JO$ devengadas debe tenerse en cuente! que debe
hacerse una liquidación 'lIJe para al efecto se establezca, la cual na
corresponde· su cálculo ° determinación a través del presente proceso
constitoc/onal, tOda vez que la presente acción carece de etapa probatoña. '~

Expediente N° S08-200Q-AAlTC oeI14.09.2000
"3. Que este reintegro de pensión de jUbilación originaria es· diferente a [as
reíntegros por concepto de asignaciones, (Jratificar;;ones, bonificaciones,
reajustes, incrementos u otros conceptos colaterales a las pens!ones en ClJrso
de pago para cuya dilucidación se requiere de mecanismos de probanza de las
partes, ~ue deben metituarse en fa .estación respecova que esta Acción de Amparo
no tiene, no siendo en tales oasos fa vía idónea para eJlo. Jr,

Expediente N° S09-2000-AAlTC del 06.09.2000
~ - ''4'. "2. Que, ad"más, según reiterada jurisprudencia dellribunal constitucional, mediante'li la Acción de Amparo no es posible establecer reintegros ni regularizaeícmes de

-e S:
'& ~'
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pensione:;; que 6'$lirn en curso de pago, cuarntificamio su montos, dado que ellq
significaría formular liquidacfrm8S ¡periódicas JI totales, JI apn,barlas, lo que a
su vez supo"e dirimir un c'>rImcl" de intereses JI dírimir un derec;f¡o basándose
en una estaci6n probetoria, que no es la finalidad de esta acción de gólrantia
<:onsütuclonal, según el articulo 1° de la Ley N° 23506, de Hábeas Corpus y
Amparo, raZón porla cual resulta aplicable el articulo 130 de la 'Ley N° 25398. n.

Expediente N° 1109-200D-AAlTC del 29.11.2000
"3. Que este reIntegro de pensión de jubilación originaria es diferente a los
reintegros por concepto de aSignaciones" gratificaeioliéSt bonificaciones,
reajustes, Incrementc>s IJ otros conceptos colaterales a fas pensiones en curso
de pago, para cuya dilucidación SeJ ,.,quiere de mecanismas de probanza de las
panes, que deben meJrltuarse en la estación respectiva que esta Acción de Amparo
no tiene, VIO siendo en tales "'asos la via idónea para elfo. ".

Como se puede apreciar, al momento de ejeclllarse la Sentencia de fecha 21 de
O<:tubre de 1997 emilida por el Tribunal Constitucional en la Acción de Amparo
ioiclada por la Asociaclón de Cesantes y Jubilados de la Contraloría General existía
numerosa juJisprudencia de ese mismo órgano de control constitucional que
estahlecla fehacientemente que la Acción de Amparo no era la via pertinente para
requerír el relmegro de las pensiones devengadas.

Fue Justamente, esa la posición la que recogió la Saia Corporativa Transitoria de
Derecho Público de la Corte Superior de Justicia de Lima al emt!ir su Resolución de
techa 12 de Febrero del 1998 al señalar que el amparo no era la via para pretender
la determinación y reintegro del monto económico adeudado, puesto que ello
implicaba someter a prueba los argumentos incoados para aprobar liquidaciones, lo
que a su ve<: requiere tenlo de acervo documenterio COmo etapa probatoria ausente
en el proceso excepci<:>nal y sumar/sima. Es contra esta resolución que la Asociaci6n
de Cesentes y Jubilados de la Contraloria interpons una nueva Acción de Amparo.

Cambio de Criterio Jurisprudencial del Tribunal Constitucional a partk del
i?!!J!:&:

Es recién mediante la Sentencia N° 00065-2002-AAfíC del 17 de Octubre del 2002
que el Tribunal Constitucional señala que los pagos pensionarios se reanzan no sólo
sobre la base del momo de la jubilación correspondiente, sino que, demás pueden
Incluir los reintegros e intereses.

Asimismo en lo referente a las Pensiones Devengadas, ellas son re<:onocidas por las
Sentencias N° 1793-2002-AAfíC y 2D57-2003-AAlTC, emitidas ambas el 24 de Junio
del 2004, en las cuales "" ordena el pago de 10$ reintegros por las pensiones
devengadas, aunque no se rearlZa una [TIayor fundamentación respeclo al cambio de
criterio.

Este cambio de criterio JurisprUdencia! está asi reconocido de manera expresa en el
Precedente Vinculante establecido en el Fundamento 15 Inciso D de la Sentencia N°
2877-200S-HC del 27 de Enero del200S, que estableció:

"el) Posibilidad de realizarse pagos accesonas
Sobre la base de la sentencia recarela en el Expediente N.' OOIS1$-2002-AA/TC, se ha

.,~\lE 1/,<,., sefialado gye los paGos pensionarios se realizan,no sólo sobre /a ~ase del. monto de
" {;.~ \\{a jubiladón correspondiente. sino que, ademas. pueden incflJtr los reintegros e

. ~!ntereSés.

~ "1"~E;#
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Sin embargo, en algunos casos, como lo sucedido en la sentencia del Expediente N."
1793-Z002-AA/TC, eljuzgador de segunda instancia declaro fundada la demanda en
lo relativo af pago de una bonificación especial (sobre la base del DeCT"<'to de
Urgencia N." 011-99), pero Improcedante respecto a los devengados solicitados.
Frente a elio, el recu~nte presentó Un recurso extraordinario <lolicitando
exclusivamente el reembol<lo de tales devengados. Ante ello, el Te, reconociendo
explícitamente el carácteracce<lorio de tal pedico, resolvió an al fundamento 2 que:

"(...) habiendo la Sexta Sala CMI da la Carla Superior de Justicia ca Urna expedido
sentencia estimatoria amparando la pretensión principal del demandantE,
correspcmde que se la abonen los devengados que reclama ".

Es decir, declarando fundada la demanda en dicho exf:romo, se ha llegado a
reconocer la posibilidad de ser analizadas 8 treves de un RAC [recurso de agravio
constftucional), materias que aparecen como accesorias a una pretensión principal.

Significativa es también la sentencia emitida en el &pediente N." 2057-2D03-AAJTC,
en fa cual el accionante solicItó exclusivamente en la demanda el pago de reintegros
e intereses devengéldos. Ante ello, los juzgéldores de los dos grados judiciales
declararon improcedente el pedido. No obstante, siguiendo la jurisprudencia ya
mencionada, este ColegiadO declató fundada la demanda, y omenó el pago
correspondiente.

Como se puede observac el pago de reintegros e intereses fueron considerados por
el Te como una materia gue merecia protecci6n. a la luz de los articulas 10"" 11" de
la NOl771a Fundamente!. Esto equivale a selialar que sólo con tales pagos
complementarios se podrá proteaer intearal v correctamente el derecho fundamental
a la pensión.

Sin embargo, en la actuaDdat;J, este Colegiado ha venido a estipular en el
fundamento 37.9 de la sentencie del Expediente N.· 1417-2005-AA/TC. que:

"Debido a que las disposiciones legales referldes al reajuste pensionario o a la
estipulación de un concreto tope máxima a las pensiones, no se encuentnm
relacionadéls a aspectos oonslitucíonélles directamente protegidos por el contenido
esencial del derecho fundamental " la pensión, prima facie. las pretensiones
relacionadas a dichos asuntos deben ser ventiladas en la vía jUdicial ordinaria".

De el/o se desprende que, en la acrualit;Jad, la protección constitucional de intereses
y reintegroS ya no serán materia de control consfilucionel concentrado, sino que
serán dertvarJos a vías igualmente satisfactorias para la persona. Por lo tanto,
tampoco podrán ser ya materia de lJn RAe, pese a que en el pasado sí lo eran," (el
subrayado es nuestro)

Debe tenerse presente que si bien en la Sentencia emitida por el Tnounal
Constitucional con techa 26 de Enero del 2001, en la segUnda Acción de Amparo
interpuesta por la AsocIación de Cesantes y JubiladoS de la Contralooa General, se
ordenó que "(...) el 6rgano judíclaf respectivo cumpla de forma inmediata e
incondicional con el mandato derivado de la sentencia del Tribunal Constitucional de
feoha veínliuno de octUbre de mil novecientos novente y siete (. ..)", en ella no se
precisó o se estableció que se incluían a las PensIones Devengadas.

En síntesis, atendiendo a lo resuello por la primera sentencia del Tribunal
Constitucional, y a la remisión que efectúa a la sentencia de la Corte Supeñor, el
Estado alirma que esta sentencia del Tribunal Constitucional no le ordena pagar
devengados, lan solo nivelar las pensiones de los Pelicíonaños con el denominado
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"efeclo espejo". Como quiera que ya cumpUó con nivelar ias pensiones, el Estado
considera que no ha incurrido en incumpJimiento algllnO,

l/i. LOS ERRORES DE lOS PETICIONARIOS EN LA EJECUCiÓN DE LA
SENTENCIA: LA SEGUNDA DB\ilANDA DE AMPARO

1, Tras la emisión de la sentencia del Tñbunal Constitucional, emmda en el proceso de
amparo antes mencionado, los Peticionarlos tanlan delecho a soficitar su ejecución
pOI tratarse de una resolUción final o definitiva. Como ya se dijo, esta sentencia fue
emitida el 21 de octllbre de 1997. Por aquel entonces se encontraba vigente la "Ley
Complementa,;a de las Disposiciones sobre Habeas Corpus y Amparo" (Ley N'
25398). El artículo 21 de esta ley establecía el procedimiento que se debía
seguir para llevar adelan'e su ejecución. COhcretamente decía:

Art. 27 de la ley N" 25398.- "!.,.as resoluciones finafes consentidas '"
ejecutoriadas qWI; recaigan en las acciones de garanlia [entre ellas el
proceso de amparo], serán ejecutadas por el Juez, Sala o Tribunal que las
conoció en Primera Inslancia, en el modo y forma que establecen los titulas
XXVI/I y xxx, Sscclón Segunda del Código de Procedimientos Civiles, en
cuanto sean compatibles con su naturaleza."

Los citados acápites del Código de Procedimientos Civiles, se convirtieron luego en ei
Capítulo 111, Título V, de la Sección Quinta del Código Procesal Civil de 1993, que
regula el denominado "Ploceso de Ejecución de ResolucionéS Judiciales". ConfOrme
a sus normas, fa sentencia del Tribunal Constitucional debía ser ejecutada a
través del Proceso de ¡;¡ecución de Resoluciones Judiciales previsto ell el
Código Procesal Civil.

2. Este Proceso de Ejecución es sumamente expeditivo '1 efectivo, Se encuentra
regUlado entre 10$ articulas 713 y 719 del Código Procesal Civil. /110 se trata de un
simple incidente de ejecución, sino de un proceso que cuenta con cierto nivel
de contradictorio. Empieza con una DEMANDA que el vencedor dirige al Juez
competente solicitándole la ejecución de la resolución jlldicial definitiva. El Juez emite
un MAIIIDATO DiE eJECUCiÓN que contiene la exigencia dirigida al obligado o
vencido para que, en el plazo de tres días, cumpla con lo ordenado en la resolución
judicial definitiva. bajo apercibimiento de iniciarse la ejecución forzada. El obligado o
vencido tiene derecho a formular CONTRADICCIÓN, únicamente por los supuestos
previstos en la ley. Se irata, en todo caso, de un proceso donde puede
,,(educirse una estación de discusión probatoria, sobre iodo cuando 1(1) qua se
pretende ejecutar es Ilna resolución que condena al pago de una suma ilíq¡uoda.

En efepto, cuando la resolución que se pretende ejecutar condena al pago de una
suma ilíquida, esto es, pendiente de determinación, el articulo 717 del Código
Procesal Civil e.l(ige qoa la demanda de ejecución vaya acompañada cía Una
LIQUiDACIÓN, a fin de que pueda suscitarse una discusión procesal o un debate
probatoño, que permita al Juez aprobarla o rechazarla determinando el monto qUé se
deba pagar,

Art, 717 del e.p.c.- "Si el titulo de ejecución condena al pago de cantidad
i¡iquida, el vencedor debe acompañar liquidación realizada siguiendo los
criterios establecidos en el titv/o o en sv defecto los que la ley disponga.

La liquidación comenida en el mandato de ejecución puede ser
obseNada del1tro de tercer di", luego de lo cual el Juez resolverá
aprobándol" °no, en decisión debidamente fundamentada."
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3. En el presente caso el Estado sostiene que la sentencia del Tribunel Constitucional

no contiene un mandato que lo condene al pago de devengados: Su discusión Ij
determinación requerían de otro proceso, distinto al del amparo, donde se hubiera
podido debatir y producir prueba.

Sin peljuicio de ello, aún en la hipótesis de que la sentencia del Tri¡""nal
C<:m;¡;títll"ional condenase al Estado al P'l!io de devengados. aim en ese caso
su ejecución tandría que tramitarsli' -según le)l- " través <ler Proceso de
Ejecución de Resoluciones Judicial"s. Adicionalmente, los demandantes
1:e"cMan que presentar una ilquidación según las @xigencias de lel', para que ia
dema ¡¡¡'luida sea materia d... diseusi6n y ole determinaci6n,

4. En el pr...sente caso, 1= Peticionarios nunca inie;""on el Proceso di... Ejee"cíón
de Resoluciones JUdiciales para solicitar la ejecudón de la sentancia del
Ti'lIi>!.!I'Ial Consfil:ucic>llal. No lo hicieron a pesar de que lo exigia el artículo 27 de la
"Ley Complementarla de las Disposiciones sobre Habeas Corpus y Amparo" (Ley NQ
25398), debidamente concordado con ei artículo 713 y siguientes del Código Procesal
Civil.

Nunca presentaron o promoviero" (!Iasla feellas recientes) una liquidación que
permitiese d"iScutir y determinar los montos devengados que, en su opil'li6t'l, el
estadio las mantiene. No lo hicieron a pesar de que el articulo 717 del Código
Procesel Civil io exige como requisito para ejecutar toda resolución que contenga la
obligación de pagar una suma ilíquida.

5. Contradictoríamems, los Peticionarios íni"¡"ron un segundo proceso de
amparo, luego de que los órganos jurisdiccionales se negaran a llevar adelante una
ejecución forzada contra ei Estado basada en una deuoa ¡¡¡'luida que se encontraba
pendiente de discusión y de determinación. La demanda de este segundo proceso de
amparo t\,lIlO por objeto q\le se ordenase llevar adelante la ejecución fOlZada contra el
Estado. Un resultado que hubieran podido obtener por la vía que resultaba más
expeditiva e il;iónea para la ejeeuclón: El Proceso <le Ejecución de Resoluciones
Judiciales.

IV, LA SEGUNDA SENTeNCIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL Y EL ACTUAl
PIROC¡¡;OIMIEIIlTO DE EJECUCiÓN

1. El segundo proceso de amparo, que, como se ha dicho, buscaba la ejecución de la
primera sentencia del Tribunal Constitucfonal, culminó con una segunda sentencia de
este 6¡gano jurisdiccional, de fecha 26 de enero de 2001. la parte resolutiva de esta
última sentencia dice:

'REVOCANDO la resolución de la Sala de Derecho Conslitucional y Social de
la Corte Suprema de Jusfj(;ja de la República, df!i' fojas. treinla y ocho del
cuaderno de apelación, su fecha cinco de mayo de dos mIl, que confirmando
la' apelada declaro improcedente /a demanda, reformándola der:;l~ra
FUNDADA ía Acci6n de Amparo, y en consecuencia inaplicable /a resolUCión
expedida por la Sala Corporativa Transitc:ria Especializada en Derecho
Público de la Corte Superior de Justiola de Uma de tech~ doce de febrero de
mil novecientos noventa y nueve, emitida en e..' Exp.<;d,ente N" 273~-98-B,
tlebiMdo reponerse fa causa al estado de e¡eCUCI0n de Se?tenCl? 1"'''''

ue él 6rgano judicial respectivo cumpla dé form,,! mmedr'!'ta e
~condir:;ional con el mandato derivado de la sentenc',!, del T"'.bunal
Constitucional de fecha veintiuno de octubre de mi! novecientos
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noventa y siete, de conformidad Can los alflíoulos 27° V 28' de la Lev N°
25398. Resuelve asimismo, la remisión por el Juez ejecutor de las copias
certificadas de la presente sentencia al Ministerio Público y al Órgano de
Control de la Magistratura para que procedan conforme al enlculo 110 de la
Ley N" 23505. Dispone la natifit;;ación a las parles, su publicacl6n en el diaria
oficial E:I Perueno y la devolución de los actuados."

Esta segunda sentencia del Tribunal Constitucional tampoco se refiere a pago
de delle"gado algUnO. Nada agrega a la primera sentencia. que no sea insistir
en su ejecución. Por lo tanto. el Estado reitera que ninguna de las sentencias del
Tribunal Constitucional le ordenan pagar reintegros o devengados; por consiguiente,
no ha incurrido en el incumplimiento que se le atribuye.

2. Esta segunda sentencia termina por confinnar el mecanismo procesal que debe
seguirse para ejecutar la pñmera sentencia del Tribunal Constitucional. Al señal"r que
su ejecución debe seguirse 'de coniormidad con los articulas 27° y 28" dI> la Ley N°
2539B" (la llamada "Ley Complementaria de las Oisposiciones sobre Habeas Corpus
y Amparo", anteriormente citada) se está remmendo a las disposiciones del Código
Procesal Civil que regulan ei Proceso de Ejecución de Resoluciones Judiciales.

3.

4.

5.

En otras palabras, EL PROPIO TRlBUlIIAL CONSTITUCIONAL CONFIRMA QUE
SUS SENTENCIAS DEBEN EJCUTARSe: SEGÚN LAS REGLAS DEL PROCESO
OE EJECUCiÓN DE RESOLUCIONES JUDICIALES pre"istas e" el Código
Procesa! CI"II. Es decir. en un proceso aspeclal donde los Peticionarios presenten la
liquidación de la deuda ilíquida. o pendlenta de pago. a fin de que se garantice la
realización del contradictorio que se pudiera producir.

En el presente caso. el Proc""ó de Ejecución de Resoluciones Judiciales se inició
luego de emilida la segunda sentancla del Tribunal Constitucional. Paradójicamente,
ese era el mecanismo legal qua los Petlclonaños debieron seguir. inmediatamente
después de obtener la primera sentencia del Tribunal Constitucional. para procurar su
ejecución. En lugar de ello decidieron iniciar un segundo proceso de amparo, a pesar
de no resultar conducente para ello.

Este Proceso de Ejecución sa encuentra a la fecha en trámite. Entre las caUsas que
explican esta demora se encuenlra el hecho que, recién en el año 200S los
Peticionarios han cumplido con presentar al proc<l$o su liquidación de parte.
correspondiente a los devengados que estimen pendientes de pago. También
explica esta demora el hecho que la determinación de los devengados éS un
procedimiento compleja: hay que cteterminar lo que corresponde a Cada uno de los
más de doscientos peticionarios. muchos de los cuales cuentan con circunstancias
distintas (cargos. tiempos y remuneración referencial diferente, etc.).

El Estado preciSa que recién el 24 de enero de 2005 (Resolución N° 63) se emitió
por vez prim!¡.'ra una resolución judicial que ordena al Estado peruano el pago
de devangados a los peticionarios. Esta resolución se emitió en el procedimiento
de ejecución antes mencionado. Anteriarmenta no e,,;istía resolución alguna filie
ordenase ese pago. Esta resolución judicial era necesarla para daclarar la obligación
de pago de devengados porque las sentencias del Tnbunal Constitucional peruano,
que son objeto de e$le proceso. no lo ordenan. Sin eSa resolución judicial no podía
procederse al pago de devengados, de .;:omorrnidad con lo dispuesto en el
segundo párrafo del articulo 4 del Texto Único OrdenadO de la l..ey Orgánica del
Poder Judícial peruano, anteriormente citado.

La obligación de pagar devengados no deriva, entonces, die lo dispuesto por las
sentencias del Tribunal Constitucional. Estas senten.::ias han sido ¡ntemamente

d WdSS:90 600;0 S;o '833
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cMwpOldas. La o¡"i¡«a"íóra de pagar ';".\1''''&21<:10'' se origina con "na r;'S,,'u?!ón
jwicial dis!¡nt;; emitida al 24 de eparo <le 20015 dentro del proceso de e,ecucl<m.

6. El Estado informa que, conll'ariamenle a fa afirmado por los PeliC:ionalios y la
Comisión, a la fecha no existe lUna resolución jUdicial fifflie que cletemline el
monto de los dellengados perndientes de pago y por tanlo no existe un monto
e"iglble ele pago: Las resoluciones judiciales que anteriormente lo establecieron
fueron declaradas nulas por los vicios que presentaban las liqUidaciones presentadas
al proceso, Asi, con fecha 09 de enero de 2009, el Cuarto Juzgado Civil de Lima
mediante Resolución N° 298 resolvió declarar NULA la Resolución N° 244 que
aprobaba un monto de determinado por concepto de pensiones devengadas, por lo
que a razón de lo dispuesto será el perito judicial quIen deberá efectuar una nue\la
Jiquldación. Por tanto, no es exacto afirmar que el<iste una negativa del Estado por
reintegrar las pensiones devengadas, en estas circunstancIas, ¿cómo podría haber
cumplido el Estado Peruano con el pago sI no se conoce la euantla por cada uno de
los benefiCiarios? )/ por ende, si a la fecha no es jurldicamente posible cumplir con ei
pago cuyo monto y los beneficiarios se desconocen (ya que es de conocImiento que
algunos de los miembros de la asociacIón han fallecido) ¿cómo es posible que se
pueda considerar que existe un incumplimiento?

7. En esta parte es relevante resaltar 'll/e hasta la fecha a la fecha no el<iste \loa
resolución judicial firme gUe detewine el monto <le·los devengados oondien""""
de pago; por cuanto las resoluciones judiciales que anteri0!l!!lente lo
establecían fueron decláJradas nulas por los vicios ..ue presentaban las
liguícla",¡ones efectuadas por el cil.aclo experto; asi, la última resolucIón emillda a
nivel del proceso de ejeéUción es la precitada Resolución N° 298 Y por la cual se
declara nulo lo actuado en relación a la delerminación del monto de las liquidaciones
por concepto de devengados.

A este respeclo, es preciso recordar que ya en el escrito remifido por el Estado a la
Corte transmitiendo sus observaciones a las pericias y declaraciones preaentadas
por los representantes de las supuestas victimas, se hizo arusión a lo errado e
inexacto de la afirmación y la acluación realizada por el perito judIcial Javier
Caoonilla$ Reyes. Como es de conocimiento de la Corte. dicho perito al tomar
conocimiento de la Resoludón N' 291 elabo", apresuradamente U/'l documento en el
cual indica como monto de proyección a pagar SI, 239 811 ,059.66, concluyendo
equivocadamente que "(...) este IJItimo infi:Jrme pericial es la actuación final que le
correspond9 como perilo judicial n

, esto, sin que el Juzgado se lo haya olllenado
madiante una resolución y dando a entender que con ello CUlminaría su labor pericial
e indicando que el referido monto seria la suma definitiva por concepto de
devengados. Tan inexacta fue la afirmación realizada por tal perito que mediante
Resolución N" 299, de fecha 14 de enero de 2009. el Cuarto Juzgado CMI de Urna
anle el pedido de la Asociación para que apruebe la liquidación por la suma de SI.
239 811,059.66 declara sin lugar Jo solicitado, puesto que no se ha puasto en
conocimiento de las partes el nuevo informe pericial ordenadO ya que lo que se puso
en conocimiento de las parles es únicamente una 'Declaración a Titulo Informetlvo"
presentado por el perito anta la Corte Interamericana de Derechos Humanos, la cual,
definitivamenta nO posee la calidad de un informe pericial en si mismo.

Es asi que, a la lecha, aún se está la espera del informe pericial que contenga la
determinaCIón del monto a pagar por concepto de devengados a favor de los
miembros de la Asociación de Cesantes y Jubilados de la ContraJoria General de la
República, y, por tanto, al no contar con unáJ suma ¡¡'luida determinada (no existe un
cualum determlnedo aproba(io por el órgano julisdiccional compatenta) y con calidad
de definitiva, alÍn cuando exisla la solicitud del Juzgado efe pagar los devengados, el
Estado está impedido de hacer efectiva dicha disposición y no es que simplemente> el
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VI.

Estado no quiera cumplir con el realizar los pagos correspondientes tal como
apresuradamente optan por mal iníormar a la Corte los representantes de las
supuestas víctimas.

SOBRE LA PRESUNTA VIOLACiÓN DEL DERECHO A LA PROTECCIÓN
JUDICIAL y El DERECHO A LA PROPIEDAD

De lo expuesto anteriormente, el Estado sostiene y se reanrma en concluir que NO
EXISTE VIOLACiÓN ALGUNA Al DERECHO A LA PROTECCIÓN JUDICIAL Y AL
De:tECHO A LA PROPIEDAD, conlempledos en los articulos 2S y 21,
respectivamente, de la Convención Ameilcana sobre Derechos Humanos.

Tal como se ha demostrado anteriormenta, las sentencias del Tribunel
ConstituciOnal, haciendo referencia la sentencia del Corte Superior del alío 1993,
han dispuesto solamente la nivelación de las pensiones de los afectados de
conformidad can el llamado "efedo espeja" y na se ccnsidero en ningún momento la
relativo al pago de devengadas que exigen las supuestas vfclimas. En ese sentida, el
Estado cumppó efeotlvamanre con nivelar las pensiones, lo cual fue materia de
pronunciamiento explicita por parte del Tribunal Constitucional, por lo cual no existe
fundamento valido para afirmar que el Estado es responsable por la violación al
derecho de la prolección judicial al haber cumplido con lo díepuesto por dicho órgano
jurisdiccional, yen consecuencia no se configura la presunta violación al derecho de
propiedad ya que este, segtín la demanda interpuesta ante la Carie, se encuentra
vinCUlado directamente a la supuesta obligaclórl del pago de devengados.

De conformidad con lo afirmado en punfus anteriores, está comprobado que la
defensa de las presuntas victlmas no fue la adecuada en sede rnterna (ello,
considerando las pretensiones de los recurrentes). y por tanto el Estado peruano no
es responsable por las consecuencias de /,lna deficiente defensa realizada por los
representantes legales de los miembros de la Asociación de Cesantes y Jubilados de
la Contraloria General de la RepLlblica.

El que se pretenda sorprender a la Corte Interameilcana en este e:dremo, e
indirectamente sencitar que se pronuncie sobre el supuesto incumplimiento del
Estado de sentencias en seda nacional, implicaría que la Honorable Corte añacla IJ'la
nueva diSposición que no fue materIa de las sente'lcias del Tribunal Constitucional y
con ello se configurarlan como un órgano de cuarta ínstancla en sede supranacional
lo cual no es aceptado por el Estado.

NATURAL.EZA DEL. PROCEOlillilEillTO Al<lTe LA CIOH y ANTE LA CDI-! ­
APLiCACiÓN DEI.. PRINCIPIO DEL STOPPEL:

Al respecto, el Estado considera que el procedimiento previo seguido ante la Comisión
. lnteramericana de Derechos Humanos en si presan1e caso no as una instancia
jUrisdiccional ni cuasi jurisdiccional (como si lo puede ser para aquellos Estados que no
aceptaron la competencia contenciosa de la Corte lnteramericana de Derechos Huma'los)
sino que, ante una denuncia interpuesta, se configura como un proceso de supervisión de
cumplimiento de obligaciones contraídas por el Estado peruano en materia de derechos
humanos contenidas en la Convención Americana sobre Derechos Humanos mediante el
cual emire reoomendaciones. Es cuando el caso pasa a ser de conocimiento de la Corte
Interamericana de Derechos Humanos que Inicia propiamente un prooeso de carácter
jurisdicclonal en virtud de la competencia contenciosa que posee dicho tribunal

~
. • ~upranacional; en ese sentido, se aplica'l ciertas reglas y mecanismos procesares de

. 2 ..~ ol'li1a y fondo tales como las garantías del debido proceso establecidas en la misma
~~. ~nvenclón Americana. Asi, enlre los principios a Ser aplicados se encuentra el llamado
l J~:
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"ptindp;o del stoppel" por el cuel las partes en el proceso no pueden contr,,<;lecirse ~,,,, ID
afirmado anteriormente por elles mismas durante dicho proceso debiendo asumir ¡as
consecuencias y la continuIdad de sus propios "ctos,

Por lo entes expuesto. el ptinolpio antes mencionado ,~o es aplica~le en ei mlilrco del
procedimiento de supervisión seguido ante le CornlSlon Interamencana de DerechoS
Humenos, pues por un lado no es un proceso p~p,i~mente jutisdlcclonaJ Y,por oíro. el
aceptar su aplicación implicarla admitir que la Comrslon se configure una antidad que en
un primer momento ·condena" al Estado y que en un segundo momento se apersona coma
una parte en el proceso contra el Estado segUido ante la Corte.

Cuando el estedo peruano formula sus propuestas para lograr una solución amistosa, lo
hace sin entrer a un análisis de fondo de los hechos y el derecho invocado por los
peticionarios, sin embargo cuando es emplazado por la Honorable Corte. en tanto ente que
debe tutelar por su población en generel y cautelar los derechos de todos sus dudadanos,
y dado que el impacto es de por lo menos 75 míflones da dólares, se realfzD un análisis
multldlscipllnario der tema juñdico y lo actuado en la sede supranacional Y. se llego a la
conclusión que esta vertida a lo largo de este infonne.

La teoria del stoppel no puede Sér aplicade cuando el estado es objeto de un
emplazamiento no juriSclicclomd. sino, se estaria ItUlnerando su derecho a la defense real
como sobsrano ds derecho Internacional publico.

En este caso hay que dIstInguir claramente la fase ante la Comision que tiene sus propias
caracferistJcas y que nos compete definir o rebetlr, de la fase jurisdiccional ante la
Honorable Corle.

V, COlllCLUSDONSS

1. El extremo relacionado al pago de pensiones devengadas, cuya protección se alega
sn forma indJrec!a, no ccnstituye materia que pueda ser <;onocida por la Honorable
Corle Interamericana de Derechos Humanos, por cuanto la seguridad social esta
fUera de la regulación del régimen de peticiones individuales en el sistema
interamerlcano.

2. Ninguna de las dos sentencias lÍel Tribunal ConstitUcional reconocs y/u ordena al
Estado el pago de .devengados. Sólo se refieren al pago de las pensiones de
jubilación de los Psticionarios ccn el denominad\> 'efecfo espejo". El Estado ha
cumplidO ccn nivelar las pensiones segOn el "efaclo espejo; por tanto. no ha incurrido
en el incumplimiento que se le Imputa.

3. Los tastigos han reconocido en la Audlencia Pubiica que si estado había <;umplido
con la n¡"elad6n de pensiones ortlenado por el Tribunal Constitucional.

4. Los testigos han reconocio" en la Audiencia Publica que en la demanda de amparo
original -que ellos finnaron- se planteaban dos pretensiones: la de nivelación de
pensiones con efecto espejo y, la segunda de pago de pensiones devengadas.

6. Conforme a las ejecutorias y al cntetio del Tribunal Constitucional a la fecha en qus
se emitieron las sentencias que nos convocan, si era importante que el fallo
comprenda en forma expresa si pago de devengadOS, puesto que asr lo exigfa la
jurisprudencia ds ese entonces.

6. Es de observar muy especialmente que, si bien ss cierlo a nivel de ejecución de
n senteneia el )l12gado competente dispuso si pago de devengados a favor de las
, supuestas víctimas (Resolución N° 63 del afio 2005). dicha disposición ss da a razón
®"~~RlOD,¡',,,,,, del cambio de criterio jurlsprudencial del Tribunal Constitucional vigente a partir del

¡i'" " /'io 2002 y no porque la sentencie del mismo Tribunal lo haya ordenado en si misma
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'i de manera explicita. En el contexto en que se emitieron las sentanclas del Tribunal
Constitucional, y tal como lo hemos damostrado en los puntos anteriores del presente
escrito, existe cuantiosa jurisprudencia por la cual se constata que antes del año 2002
no era posible afirmar y mucho menos deducir que de! mandato del Tribunal
Constitucional se podía entender que se disponía el pago de devengados cuando
respeda de éstos el misma colegíado en su jurisprud<;mcia señalaba que no esa no
configuraba la vía idónea para solicitar y hacer efecDvo las pretensiones por pago de
devengados.

7. Los Peticionarios han incurrido en errares en la estrategia procesal que han
desarrollado para lograr la ejecución de las sentencias. Si no hubiesen incurrido en
esos errores probablemente el problema hubiese sido tenido Una soluci6n desde una
perspectiva distinta. Por lo tanto no pueden acuser responsabiRdad internacional del
Estado PéTUano la deficiente e inadecuada defensa que hicieron los peticionarlos y/o
sus representantes en sede nacional.

a. La dilación excesiva, el uso inadecuado de recursos Impugnatorios y, la equivocada
utilización de los medios idóneos para el reclamo no configuran una presunta
transgresl6n del derecho a la protección judicial que reconoce la Convención.

9. Los peticionarios han ganado en sede nacional un derecho reconocido en la
sentencia del Tribunal Constitucional, como es el pago de las pensiones con efecto
espejo, el mismo que viene siendo respetado íntegramente, y dichos fallos han sido
emitídos en la época en la que los propios peticionarios consideran que el Poder
Judicial peruano se encontraba controlado por el Poder Político.

VD. ANEXOS:

1.- Demanda interpuesta por los miembros de la Asociaci6n de Cesantes y Jubilados de la
Contralaria General de la República con fecha 27 de mayo de 1993.

2,- Sentencias del Tribunal Constitucional de fechas 21 de octubre de 1997 y el 26 de
enero de 2001.

3.- Resoluci6n N° 63, de fecha 24 de enero de 2005.

4.- Resolución N° 291, de fecha 12 de diciembm de 2008.

5.- Resolución N° 298, de lecha 09 de enero de 2009.

6.- Resolución I'J0 299, de fecha 14 de enero de 2009.

7.- File de Jurisprudencia del Tribunal Constitucional de Perú en tomo a sus criterios de
interpretaci6n y ejecución de sentencia.

iS.- Laminas de la presentación IIls.ual realizada en la Audiencia,

Lima, 23 de Febrero de 2009.
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